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Proceso Acción de Tutela  

Accionante Mónica María Castrillon Londoño C.C. 39.354.527 

Accionados 
Comisión Nacional del Servicio Civil 
Personería Municipal de Girardota, Antioquia 

Vinculados 

Municipio de Girardota, Antioquia 
Terceros interesados en la Convocatoria Antioquia 3, código OPEC 
209358 perteneciente al Sistema General de Carrera Administrativa de 
la Personería de Girardota 
Todas aquellas personas que ocupen cargos, iguales y/o equivalentes, 
en provisionalidad o encargo, al de profesional universitario, Código 219, 
Grado 03, identificado con el Código OPEC No. 209358, en el municipio 

de Girardota, Antioquia. 
Tema y subtemas Admite tutela, niega medida provisional.  

 

Como la acción de tutela presentada por la señora MÓNICA MARÍA CASTRILLON 

LONDOÑO, en contra de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC-, 

representada legalmente por el Doctor Mauricio Liévano Bernal, o por quien haga sus 

veces y, de la PERSONERÍA MUNICIPAL DE GIRARDOTA, ANTIOQUIA 

representada por el Doctor Luis Miguel Correa González, o por quien haga sus veces, 

para que sean amparados sus derechos fundamentales al trabajo, al mínimo vital, a la 

seguridad social, a la vida digna, a la igualdad, al debido proceso y a la estabilidad 

laboral reforzada, reúne los requisitos legales a que refieren los artículos 86 de la 

Constitución y 1º, 10 y 14 del Decreto 2591 de 1991, SE ADMITE. 

 

Por cuanto es necesario para los fines de proferir la respectiva sentencia y pueden verse 

afectados con la decisión que se tome al interior de la acción constitucional, teniendo 

en cuenta los hechos narrados en el escrito de tutela, con fundamento en el artículo 13 

del Decreto 2591 de 1991, SE VINCULA al MUNICIPIO DE GIRARDOTA, ANTIOQUIA, 

representado por su Alcalde Municipal, Kevin René Bernal Morales, o quien haga sus 

veces, a los TERCEROS INTERESADOS en la Convocatoria Antioquia 3, código 

OPEC 209358 perteneciente al Sistema General de Carrera Administrativa de la 

Personería de Girardota – concurso abierto, en el marco del proceso de selección 

número 2609 del 2023, en el cargo denominado profesional universitario, Código 



219, Grado 03, convocatoria realizada según el acuerdo 2 del 4 de enero del 2024, 

donde la Comisión Nacional del Servicio Civil, convocó a concurso público de 

méritos la provisión definitiva de un (1) vacante de la Personería Municipal de 

Girardota Antioquia, pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa 

y a las PERSONAS QUE INTEGRAN LA LISTA DE ELEGIBLES PARA EL CARGO 

DENOMINADO PROFESIONAL UNIVERSITARIO, Código 219, Grado 03, 

identificado con el Código OPEC No. 209358, Procesos de Selección Territorial 

Antioquia 3– número 2609 de la Alcaldía de Girardota, Antioquia, conforme a la 

Resolución 6844 del 22 de mayo del 2026. 

 

Acorde con lo anterior, se ordena a la Comisión Nacional del Servicio Civil, así como 

al Municipio de Girardota, Antioquia, publicar la presente acción de tutela en su 

página Web y en el micrositio dispuesto para notificaciones relacionadas en el concurso, 

a fin de darle publicidad a la misma y así surtir la notificación de los terceros vinculados, 

quienes igualmente cuentan con el término de dos (02) días, para ejercer su derecho 

de defensa. 

 

Igualmente, se requiere a las entidades que, del citado ACTO DE NOTIFICACIÓN, 

aporten la correspondiente constancia de publicidad de la acción constitucional, para 

que obre como prueba al interior de esta. 

 

MEDIDA PROVISIONAL 

 

Al tenor del artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, el juez está facultado para otorgar las 

medidas necesarias tendientes a proteger los derechos fundamentales amenazados o 

vulnerados, o para evitar la ocurrencia de un perjuicio grave. No obstante, NO SE 

CONCEDE LA MEDIDA PROVISIONAL DEPRECADA por la accionante, mediante la 

cual solicita que, “…mientras se decide de fondo la presente acción constitucional, se 

ordene la suspensión inmediata de cualquier actuación administrativa tendiente a 

materializar su retiro del servicio, incluida la expedición de actos de desvinculación, la 

posesión de terceros en el cargo que actualmente desempeña o cualquier otra 

actuación que haga irreversible la afectación de sus derechos fundamentales”. 

sustentada en que “…la adopción de esta medida resulta necesaria, urgente y 

proporcional para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, toda vez que la 

pérdida de su empleo produciría efectos inmediatos sobre su mínimo vital, su seguridad 

social y la continuidad de las cotizaciones necesarias para acceder a la pensión de 



vejez” y que, de no adoptarse esta protección transitoria, una eventual desvinculación 

podría generar consecuencias de difícil o imposible reparación, tornando ineficaz la 

decisión que llegue a adoptarse en sede de tutela, por lo siguiente: 

 

En primer lugar, debe tenerse en cuenta que la pretensión así formulada constituye, en 

esencia, el objeto mismo de la controversia constitucional planteada, por lo que será 

analizada y resuelta en la decisión de fondo que se adopte dentro del término legal. 

 

En segundo término, si bien el artículo 7º del Decreto 2591 de 1991 permite al juez de 

tutela decretar medidas provisionales para hacer efectiva, de manera anticipada, la 

protección reclamada, cuando la espera del fallo pueda tornar ineficaz la decisión, lo 

cierto es que su procedencia exige la acreditación suficiente de un riesgo cierto, 

inminente y grave de vulneración de un derecho fundamental, o la existencia de un daño 

actual que deba ser conjurado de manera urgente. En este sentido, no basta la mera 

eventualidad o posibilidad futura de afectación, sino que se requiere la demostración de 

circunstancias objetivas que permitan inferir, con un mínimo de certeza, la inmediatez 

del perjuicio. 

 

Bajo ese entendido, el despacho encuentra que en el caso concreto no se satisface la 

carga mínima probatoria exigida, en tanto no se acreditó siquiera de manera indiciaria 

la existencia de una actuación administrativa orientada a materializar el retiro de la 

accionante. En efecto, únicamente se encuentra probado que, para la fecha, la 

Comisión Nacional del Servicio Civil remitió al Municipio de Girardota, Antioquia, la lista 

de elegibles para proveer el cargo que actualmente aquella desempeña en 

provisionalidad; sin embargo, de la información contenida en el escrito de tutela y de los 

documentos aportados no se evidencia la expedición de acto administrativo alguno de 

desvinculación, ni actuaciones encaminadas a la posesión de un tercero en el cargo. 

Así las cosas, lo alegado por la accionante se ubica en el plano de una eventualidad 

hipotética, más no en el de una amenaza cierta e inminente, como lo exige la norma.  

 

En consecuencia, no se advierte, por ahora, la configuración de un riesgo actual ni 

próximo de afectación de sus derechos fundamentales, ni la inminencia de un perjuicio 

irremediable que haga indispensable la intervención urgente del juez constitucional. 

 

Adicionalmente, no puede perderse de vista que, en el evento en que las circunstancias 

fácticas varíen antes de proferirse la decisión de fondo —por ejemplo, con la eventual 



materialización de un nombramiento o la expedición de un acto de desvinculación—, el 

juez de tutela conserva la facultad de adoptar, en cualquier momento del trámite, las 

medidas provisionales que resulten necesarias para la protección de los derechos 

fundamentales comprometidos, lo que descarta la necesidad de anticipar, en este 

momento, una medida de carácter excepcional. 

 

Por otra parte, acceder a la solicitud en esta etapa implicaría anticipar los efectos 

propios de la decisión de fondo, desdibujando la naturaleza instrumental, accesoria y 

temporal de las medidas provisionales, y comprometiendo la independencia que debe 

caracterizar el pronunciamiento definitivo, en contravía de lo sostenido por la 

jurisprudencia constitucional. 

 

Aunado a ello, se advierte que la presunta vulneración de los derechos fundamentales 

invocados se fundamenta en la existencia de actuaciones administrativas relacionadas 

con la conformación de la lista de elegibles, las cuales, como actos de la administración, 

se encuentran amparadas por la presunción de legalidad, de modo que su eventual 

contradicción deberá ser objeto de análisis en la sentencia, con sujeción al 

correspondiente debate probatorio y jurídico. 

 

En ese orden, la medida solicitada no satisface los presupuestos de urgencia, 

necesidad e inminencia que condicionan su procedencia, ni se evidencia la 

configuración de una situación irreversible que haga indispensable la adopción 

inmediata de una orden judicial. Por el contrario, la naturaleza célere y sumaria de la 

acción de tutela garantiza a la señora Mónica María Castrillón Londoño la obtención de 

una decisión de fondo en un término breve, lo cual permite descartar la necesidad de 

una intervención provisional. 

 

Por consiguiente, no se advierte la existencia de un riesgo inminente ni de un perjuicio 

irremediable que justifique el decreto de la medida provisional solicitada. 

 

Al efecto, es preciso traer a colación lo que de vieja data la Corte Constitucional ha 

dicho sobre la medida provisional (auto A-207 de 2012 del 18 de septiembre de 2012), 

saber:  

 

“La medida provisional de suspensión de un acto concreto que presuntamente 
amenaza o vulnera un derecho fundamental, pretende evitar que la amenaza al 
derecho se convierta en violación o que la violación del derecho produzca un daño 
más gravoso que haga que el fallo de tutela carezca de eficacia en caso de ser 



amparable el derecho. Como su nombre lo indica, la medida es provisional mientras 
se emite el fallo de tutela, lo cual significa que la medida es independiente de la 
decisión final. 
  
3. El juez de tutela podrá adoptar la medida provisional que considere pertinente para 
proteger el derecho, cuando expresamente lo considere necesario y urgente. Esta es 
una decisión discrecional que debe ser “razonada, sopesada y proporcionada a la 
situación planteada”. 

 

NOTIFÍQUESE al representante legal1 de las accionadas, así como a los vinculados, la 

admisión de la acción de tutela, por el medio más expedito y eficaz, ADVIRTIÉNDOLES 

que disponen de 2 días para que puedan ejercer su derecho de defensa y 

previniéndoles sobre los efectos que conlleva su silencio según el artículo 20 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

En su valor legal, téngase en cuenta los documentos aportados con la solicitud de 

amparo e imprímasele el trámite preferencial establecido para ella (artículo 15 del 

Decreto 2591 de 1991). 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

 

JULIAN DAVID GARCIA RUIZ 

JUEZ 

 

Daro 
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Julian David Garcia Ruiz 
Juez 

Juzgado De Circuito 
Familia 002 Oral 

Girardota - Antioquia 
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1 Artículos 16 del Decreto 2591 de 1991 y 5º del Decreto 306 de 1992, este último compilado en el artículo 2.2.3.1.1.4. del 
Decreto Único Reglamentario 1069 del 2015, por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Justicia y del Derecho. 
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